D 860/08-09

PROYECTO DE LEY
EL SENADO Y CÁMARA DE DIPUTADOS DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES SANCIONAN CON FUERZA DE

LEY:
ARTÍCULO 1º: Modifícase el artículo 2º, inciso 1) de la Ley Nº 12.008 (Código de Procedimiento en lo Contencioso Administrativo) - texto según Ley Nº 13.101 -, el que quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 2: Casos incluidos en la materia contencioso-administrativa. La competencia contencioso administrativa comprende las siguientes controversias: 
1) Las que tengan por objeto la impugnación de actos administrativos, de alcance particular o general. 
Quedan incluidas en este inciso las impugnaciones que se deduzcan en contra de las resoluciones emanadas del Tribunal de Cuentas, del Tribunal Fiscal, de cualquier otro Tribunal de la Administración Pública y de los Juzgados de Faltas Municipales, así como las que se deduzcan en contra de actos sancionatorios dispuestos en el ejercicio de la policía administrativa, a excepción de aquellas sujetas al control del órgano judicial previsto en los artículos, 172 y 216 de la Constitución de la Provincia y 24 inciso 3) de la Ley 11.922. 
ARTÍCULO 2º: Modifícase el artículo 19 del Decreto - Ley Nº 8751/77 (Código de Faltas Municipales), el que quedará redactado de la siguiente forma:

Articulo 19º: La jurisdicción en materia de faltas será ejercida:

a) Por los Jueces de Faltas, en aquellos partidos donde su Departamento Deliberativo hubiere dispuesto la creación de Juzgados de Faltas.

b) Por los Intendentes Municipales, en los partidos donde no hubiere Juzgados de Faltas y, en los casos de excusación de los Jueces de Faltas, en los partidos donde los hubiere.

c) Por los Jueces de Primera Instancia en lo Contencioso Administrativo, cuando entendieren en grado de apelación.

ARTÍCULO 3º: Modifícase el artículo 54 del Decreto - Ley Nº 8751/77 (Código de Faltas Municipales) - texto según artículo 141 del Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 40/07 -, el que quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 54: De las sentencias definitivas podrán interponerse los recursos de apelación y nulidad, los que se concederán con efecto suspensivo. El recurso se interpondrá y fundará ante la autoridad que la dictó, dentro de las setenta y dos (72) horas de notificada, elevándose las actuaciones al Juzgado en lo Contencioso Administrativo competente en la jurisdicción, quien conocerá y resolverá el recurso, dentro de los quince (15) días de recibida la causa o desde que la misma se hallare en estado, si se hubieran decretado medidas para mejor proveer. 
ARTÍCULO 4º: Modifícase el artículo 57 del Decreto - Ley Nº 8751/77 (Código de Faltas Municipales) - texto según artículo 141 del Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 40/07 -, el que quedará redactado de la siguiente forma: 
Artículo 57: Se podrá recurrir directamente en queja ante el Juez en lo Contencioso Administrativo competente en la jurisdicción, cuando se denieguen los recursos interpuestos o cuando se encuentren vencidos los plazos legales para dictar sentencia. 
ARTICULO 5º: De forma. 
FUNDAMENTOS 
El presente Proyecto de Ley tiene como fin establecer que las resoluciones de los Jueces de Faltas Municipales sean apelables ante los Juzgados en lo Contencioso Administrativo.

Si bien nuestra Constitución Provincial en su artículo 166, párrafo segundo, prevé una instancia especial para la elevación de los decisorios de esta naturaleza, aún tal sistema no se ha implementado; por lo tanto la propuesta que se plantea consiste en que, hasta que ello ocurra, se le otorgue esa competencia a los Juzgados en lo Contencioso Administrativo.

Para esto, resulta necesario reformar el artículo 2º, inciso 1), de la Ley Nº 12.008 (Texto según Ley Nº 13.101), que detalla los casos incluidos dentro de la materia contencioso administrativa, el artículo 19 del Decreto - Ley Nº 8751/77, en cuanto establece los órganos competentes para entender en materia de faltas, como así también los artículos 54 y 57 del Decreto-Ley Nº 8751/77 (Textos según artículo 141 del Decreto de Necesidad y Urgencia Nº 40/07), incluyendo en la competencia contenciosa administrativa, tanto la revisión de las resoluciones finales de los Jueces de Faltas Municipales, como así también los supuestos en que se recurra en queja por recurso denegado o bien cuando se encuentren vencidos los plazos para dictar sentencia.
Las decisiones de estos jueces administrativos no son jurisdiccionales, en el sentido de dirimir controversias entre partes con fuerza de verdad legal por un órgano imparcial e independiente, sino meramente actos administrativos finales.

Los Juzgados de Faltas, con algunas peculiaridades propias en lo que hace al procedimiento de designación y remoción de los jueces, constituyen órganos administrativos que, junto con el resto de las dependencias centralizadas y descentralizadas integran la Administración Municipal. Siendo ello así, sus resoluciones no revisten el carácter de sentencias que pasen en autoridad de cosa juzgada, sino que son actos administrativos que agotan la vía, por lo que deviene necesario el contralor jurisdiccional de los mismos.

Actualmente el Código Municipal de Faltas establece que, ante la decisión del Juez, se puede interponer un recurso ante el Juez en lo Correccional en turno de la jurisdicción, o de Paz Letrado en aquellos partidos de la provincia que no sean cabecera de Departamento Judicial. Esto trae aparejada varias contradicciones ya que equipara la falta o contravención con el delito penal, y como es sabido las diferencias en cuanto a su naturaleza jurídica son notorias.
Por una parte, la falta se configura con total prescindencia del dolo o de la culpa de quien la comete, mientras que para tipificar como antijurídica una conducta la intención de causar un daño o cuanto menos la negligencia constituyen elementos esenciales. En materia administrativa rige el principio de "presunción de legitimidad" esto significa que lo actuado por el agente de la administración se presume ajustado a derecho y por lo tanto pesa sobre el infractor o contraventor la carga de probar que en la especie el acto dictado no se compadece con el ordenamiento jurídico, mientras que en materia penal rige el principio "de inocencia", pesando sobre el Ministerio Público probar la culpabilidad del imputado. Como puede advertirse los principios que inspiran estos institutos son sustancialmente diferentes.
Asimismo, cabe señalar que el contralor jurisdiccional de los actos administrativos, constituye una materia ajena a la competencia de la Justicia de Paz Letrada, desde el momento en que la propia Constitución, en el artículo 166 “in fine”, ha creado un fuero específico para entender en aquellos casos originados por la actuación u omisión de la provincia, los municipios, los entes descentralizados y otras personas, en el ejercicio de funciones administrativas. Por otra parte, el propio artículo 172 del texto constitucional, le ha otorgado competencia en materia de faltas provinciales, pero no en las municipales, precisamente porque las primeras guardan mayor semejanza con los tipos penales (disturbios en espectáculos deportivos, prostitución, etc.). 
Por último, se propicia suprimir el último párrafo del artículo 54 del Decreto - Ley Nº 8751/77, ya que en su actual redacción, establece que en los recursos interpuestos contra sentencias dictadas por infracciones de tránsito cometidas en el ejido urbano, resultarán de aplicación las previsiones del Código de Tránsito de la Provincia. Con respecto a ello, cabe consignar que todo lo relativo al tránsito de personas y de vehículos públicos y privados en las calles y caminos de jurisdicción municipal, constituye una típica facultad comunal, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 27, inciso 18) del Decreto - Ley Nº 6769/58 (Ley Orgánica de las Municipalidades), por lo que sustraer de la competencia local estas cuestiones, constituye un nuevo atropello a la autonomía municipal, tantas veces mancillada.  

Sin perjuicio de lo expuesto en los párrafos precedentes, con respecto a la inconveniencia de atribuir competencia en materia de faltas municipales, tanto a la Justicia Correccional, como a la de Paz Letrada, no podemos dejar de señalar la improcedencia del dictado de los denominados Decretos de Necesidad y Urgencia - como lo es el Nº 40/07, por el que se derogó la Ley Nº 11.430 y se modificó el Decreto Ley Nº 8751/77 -, frente a los claros y categóricos términos del artículo 3º de la Constitución provincial, que fulmina con la nulidad absoluta la arrogación ilegítima de funciones de un poder en desmedro de otro, como así también del artículo 45, en cuanto prohíbe a los poderes públicos delegar las facultades que les han sido conferidas, como así también atribuir al Poder Ejecutivo otras que las que expresamente acordadas por la Constitución 

En definitiva, con esta reforma se propone que el decisorio del Juez de Faltas, sea recurrible ante la Justicia en lo Contencioso Administrativo, ya que ésta resulta competente en razón de la materia de que se trata.

Por todo lo expuesto, a la Honorable Cámara se solicita dé aprobación al anejo Proyecto de Ley.
